CONSEJERO DE DESARROLLO SOSTENIBLE
C/ Río Estenilla, s/n. 45071 

Toledo
D/Dña. .............................., con DNI nº ............... mayor de edad y con domicilio a efectos de notificaciones en C/ ........................................, de la localidad de………………… (………………), código postal……………, actuando en su propio nombre y derecho, ante el titular de la Consejería de Desarrollo Sostenible, comparezco y como mejor proceda en Derecho, DIGO:
I
Que ostentando la condición de interesado/a  de conformidad con lo establecido por el artículo 4 de la ley 39/2015, de 1 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común, por el presente escrito y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 106 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, solicito la iniciación del procedimiento de revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho que establece dicho precepto, por entender que es contrario a derecho y lesivo para los derechos e intereses legítimos de quien lo formula, respecto del acto administrativo que a continuación se indica :
“Resolución de 17/07/2019, de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, por la que se aprueba y publica la relación definitiva de personas admitidas y excluidas, y la fecha, hora y lugar para la realización de la primera prueba del proceso selectivo para la cobertura por el sistema general de acceso libre y de personas con discapacidad, en el Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha”.
                                                                      II
Que entiendo que el acto anteriormente descrito incurre en causa de nulidad de pleno derecho, al encontrarse dentro de los supuestos de la letra b) del apartado 1 y apartado 2 del artículo 47 de la vigente Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en base a los siguientes HECHOS Y FUNDAMENTOS DE DERECHO:

 

 

 
HECHOS
Primero. - Que dentro del plazo legalmente establecido presentó instancia debidamente cumplimentada correspondiente al proceso selectivo para el ingreso por el sistema general de acceso libre y de personas con discapacidad, en el Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, convocado por Resolución de 13 de febrero de 2019, de la Consejería de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural.
Segundo. -  Mediante Resolución de 27 de mayo de 2019, de la Consejería de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural, se aprobó la relación provisional de aspirantes admitidos y excluidos en el mencionado proceso selectivo, publicándose además de los medios establecidos en la Base 5.1 de la Resolución de 13 de febrero de 2019, en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, en los términos que figuran en el anexo I de la mencionada Resolución, figurando como admitido/a.
Tercero. - Por Resolución de 17 de julio de 2019, de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, se aprueba y publica la relación definitiva de personas admitidas y excluidas, y la fecha, hora y lugar para la realización de la primera prueba del proceso selectivo publicándose en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, además de los medios establecidos en la Base 5.1 de la Convocatoria, figurando como admitido/a.
A los anteriores Hechos le corresponden los siguientes:
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO. - El Decreto 56/2019, de 7 de julio, estableció una nueva estructura de la Administración Regional de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha (DOCM núm. 132 de 8 de julio de 2019). Según se dispone en el artículo primero del citado decreto, la Consejería de Desarrollo Sostenible es una de las nuevas Consejerías en las que se estructura la Administración Regional de Castilla-La Mancha, asumiendo parte de las competencias que hasta ese momento tenían atribuidas las Consejerías de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural (actualmente Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural), la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, la Consejería de Sanidad y, por último, la Consejería de Fomento, entre ellas, política medioambiental, forestal, industrial, energética, de recursos mineros, de economía circular, Agenda 2030, consumo y de las telecomunicaciones y la adscripción del Cuerpo de Agentes Medioambientales de la JCCM a la Viceconsejería de Medio Ambiente.
SEGUNDO.- Ulteriormente, de conformidad con el ámbito fijado por el Decreto 56/2019, de 7 de julio y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 16 de julio de 2019, se aprobaron tanto el Decreto 83/2019, de 16 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y las competencias de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural como el Decreto 87/2019, de 16 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y las competencias de la Consejería de Desarrollo Sostenible, ambas disposiciones reglamentarias fueron publicadas y entraron en vigor el mismo día de su publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha nº 141 de 18 de julio de 2019, a tenor de las Disposiciones Finales de ambos Decretos.
TERCERO.- Una vez aprobados los Decretos por los que se establecen la estructura orgánica y las competencias de las Consejerías de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural y de Desarrollo Sostenible, se emite un acto administrativo de fecha posterior, es decir, de fecha 17 de julio de 2019, por parte de la nueva Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural por el que se aprueba y publica la relación definitiva de personas admitidas y excluidas, y la fecha, hora y lugar para la realización de la primera prueba del proceso selectivo para la cobertura por el sistema general de acceso libre y de personas con discapacidad, en el Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, publicándose en el DOCM núm. 145 de 23 de julio de 2019, es decir 5 días después de la entrada en vigor de los Decretos 83 y 87 de 16 de julio de 2019, por los que se establecen la estructura orgánica y las competencias de las mencionadas Consejerías y de cuyo articulado se infiere de forma inequívoca la incompetencia manifiesta de la Consejerías de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural para dictarlo.

Es preciso traer a colación que el artículo 39.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, establece “Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa”. Sin embargo, en su apartado segundo el citado precepto dispone “La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación, publicación o aprobación superior “.
 CUARTO.- El Decreto 87/2019, de 16 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y las competencias de la Consejería de Desarrollo Sostenible recoge en su Disposición Transitoria Primera Titulada “Competencias” que “Las competencias que la normativa vigente asigna a las antiguas Consejerías de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural; Consejería de Fomento; Consejería de Sanidad y Consejería de Economía, Empresas y Empleo y a las direcciones provinciales de las mismas, así como las funciones encomendadas a sus titulares, órganos directivos, de apoyo o de asistencia, se entenderán atribuidas a la actual Consejería de Desarrollo Sostenible a su titular y a sus distintos órganos, en el ámbito de las competencias establecidas en este decreto . En idéntico sentido la Disposición Transitoria Primera del Decreto 83/2019, de 16 de julio, en relación a la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural

Además, la Disposición Transitoria Tercera denominada “Tramitación de Procedimientos” complementa la precitada Disposición Transitoria Primera, estableciendo que “Los procedimientos iniciados y no concluidos a la entrada en vigor del presente decreto se resolverán por los órganos previstos en esta norma, que por razón de la materia asuman dichas competencias” es decir por los órganos adscritos a la Consejería de Desarrollo Sostenible y no por órganos pertenecientes a otra Consejería con un ámbito competencial ajeno al Cuerpo de Agentes Medioambientales.
 
QUINTO.- La propia Disposición final primera del Decreto 87/2019, de 16 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y las competencias de la Consejería de Desarrollo Sostenible, modifica el artículo 2 del Decreto 17/2000, de 1 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, quedando redactado del siguiente modo:
 “El Cuerpo de Agentes Medioambientales queda adscrito orgánicamente a la Viceconsejería de Medio Ambiente, y funcionalmente a las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Desarrollo Sostenible”.
 
SEXTO. - Finalmente, la Resolución de 13/02/2019, de la Consejería de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural, por la que se convocó el proceso selectivo para el ingreso por el sistema general de acceso libre y de personas con discapacidad, en el Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, establecía ”De conformidad con lo previsto en los Acuerdos del Consejo de Gobierno de 19 de diciembre de 2017 y 2 de octubre de 2018, por los que se aprueban las Ofertas de Empleo Público de la administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para los años 2017 y 2018 respectivamente (DOCM núm. 246, de 22 de diciembre de 2017 y DOCM nº 195 de 4 de octubre de 2018), esta Consejería de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural, en uso de las competencias atribuidas en la Disposición Adicional Primera de la Ley 7/2001, de 28 de junio, de Selección de Personal y Provisión de Puestos de Trabajo, ha resuelto convocar el proceso selectivo para el ingreso en el Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

Dicha disposición, pese a estar derogada por el apartado 1.b) de la disposición derogatoria única de la Ley 4/2011, de 10 de marzo, del Empleo Público de Castilla-La Mancha, según el apartado 2.b) de dicha disposición, se mantiene vigente, con rango reglamentario, hasta que entre en vigor la norma de desarrollo de esta ley que regule la materia correspondiente y de ahí la convocatoria en su momento del proceso selectivo por la Consejería de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural a diferencia de la mayor parte de procesos selectivos convocados por esta Administración Regional

 
“La convocatoria, aprobación de las bases y gestión de los procesos selectivos para el ingreso en las Escalas Superior y Técnica de Sanitarios Locales, así como de los procedimientos de provisión de los puestos reservados a las anteriores Escalas, corresponderá a la Consejería de Sanidad.

La convocatoria, aprobación de las bases y gestión de los procesos selectivos para el ingreso en la Escala Superior de Archivos, Bibliotecas y Museos, especialidades de Bibliotecas y Museos y en la Escala Técnica de Archivos, Bibliotecas y Museos, especialidades de Bibliotecas y Museos, así como de los procedimientos de provisión de los puestos reservados a estas especialidades, corresponderá a la Consejería de Educación y Cultura.

La convocatoria, aprobación de las bases y gestión de los procesos selectivos para el ingreso en la Escala Administrativa y auxiliar de Archivo y Bibliotecas, así como de los procedimientos de provisión de los puestos reservados a estas Escalas, corresponderá a la Consejería de Educación y Cultura.
La convocatoria, aprobación de las bases y gestión de los procesos selectivos para el ingreso en el Cuerpo de Agentes medioambientales y Guardería Forestal, así como de los procedimientos de provisión de los puestos reservados a estas Escalas, corresponderá a la Consejería de Agricultura y Medio Ambiente”.
 
Evidentemente desde la entrada en vigor de la Ley 7/2001, de 28 de junio, de Selección de Personal y Provisión de Puestos de Trabajo, la convocatoria, aprobación de las bases y gestión de los procesos selectivos para el ingreso en el Cuerpo de Agentes Medioambientales y Guardería Forestal, así como de los procedimientos de provisión de los puestos, ha ido atribuyéndose según los diferentes Decretos de estructura orgánica y competencias a los órganos en que se ha ido estructurando con el paso del tiempo esta Administración Regional.
 

De la aplicación de los anteriores preceptos, se infiere que la Resolución de 17 de julio de 2019, de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, es un acto administrativo nulo de pleno Derecho por concurrir dos causas recogidas explícitamente en el artículo 47 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

-Por un lado, el apartado 1. b) “Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia……”.
-Y por otro, el apartado 2.” También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior…”.
A) En primer lugar, resulta incuestionable que la mencionada Resolución ha sido dictada por un órgano administrativo ( la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural) que carecía absolutamente de competencia en virtud de su propio Decreto 83/2019, de 16 de julio, por el que se establece su estructura orgánica y sus competencias, plenamente vigente en el momento de su emisión ya que dicha competencia correspondía de forma indubitada a la Consejería de Desarrollo Sostenible en base al Decreto 87/2019, de 16 de julio, por el que se establece su estructura orgánica y sus  competencias  y en concordancia con la Disposición Transitoria Primera, Tercera y Disposición Final Primera y Segunda del citado Decreto 87/2019.

En este contexto GARCÍA-TREVIJANO, entiende la competencia como el « conjunto de facultades, de poderes, de atribuciones que corresponden a un determinado órgano en relación con los demás ». En  definitiva,  la  competencia  es  una  habilitación  al  órgano  para  que  pueda  actuar válidamente en la esfera jurídica. Dicha definición se puede completar añadiendo que los poderes de un órgano de la Administración le son atribuidos siempre por una norma en función de los fines que el órgano tenga asignados. En consecuencia, la competencia es el presupuesto habilitante, previo y necesario para que un órgano de la Administración Pública pueda actuar válidamente también este carácter previo y habilitante es el  que confiere a la competencia la naturaleza de elemento esencial del acto administrativo, sin el cual, puede llegar a calificarse como nulo de pleno derecho.

En definitiva, la competencia es el primero y fundamental de los requisitos que debe cumplir un acto administrativo, dado que el principio de irrenunciabilidad de la misma exige que ésta se ejerza por los órganos que la tengan atribuida como propia (STS de 4 de noviembre 1985, Ar. 6299)
Así, el artículo 8.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público expone que “La competencia es irrenunciable y se ejercerá por los órganos administrativos que la tengan atribuida como propia, salvo los casos de delegación o avocación, cuando se efectúen en los términos previstos en ésta u otras leyes”.
 
De acuerdo con la jurisprudencia, es necesario además que la incompetencia sea manifiesta, esto es “que se manifieste de modo ostensible, patente, claro e incontrovertido” (Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de mayo de 2001), en el presente caso el  acto se dicta por un órgano administrativo que invade, de manera ostensible, notoria y clara las atribuciones que corresponden a otro órgano, sin que sea preciso ningún esfuerzo interpretativo o argumental para su detección, siendo ello tan evidente que no es necesaria una especial actividad intelectiva para su comprobación (Sentencias del Tribunal Supremo de 25 de enero, 12 de noviembre y 15 de diciembre de 1980; 28 de enero de 1981; 18 y 25 de octubre de 1982 ;18 de octubre de 1983; 23 de marzo de 1984; 24 de abril de 1985; 12 de junio de 1985; 20 de febrero de 1990; 30 de octubre y 10 de noviembre de 1992, 14 de noviembre de 200, 23 de noviembre de 2001, 21 de mayo de 2002, 7 de octubre de 2003, entre otras). 

El Tribunal Supremo parte de que sólo la incompetencia material o territorial puede acarrear la nulidad de pleno derecho de un acto administrativo y señala que la expresión “manifiestamente incompetente” significa evidencia y rotundidad; es decir, que de forma clara y notoria el órgano administrativo carezca de toda competencia respecto de una determinada materia (entre otras, Sentencias de 15 de junio de 1981 y de 24 de febrero de 1989), presupuestos que se dan en el acto objeto de impugnación. 

También los Consejos Consultivos han expuesto la doctrina citada. Baste citar, a título de ejemplo, el Dictamen 33/1996, de 29 de octubre de 1996, del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, cuando señala que el calificativo “manifiesta” ha de ser “interpretado según el criterio de ostensibilidad (lo que equivale a clara, incuestionable, evidente, obvia, palmaria, ...) que aplicado en el enjuiciamiento de casos concretos ha dado lugar a diversos pronunciamientos en sentencias reiteradamente citadas tales como: que "la incompetencia" ha de revelarse de manera patente, clarividente, palpable (STS de 28-4-1997 de RJ de Aranzadi 2633), ha de saltar a la vista sin esfuerzo de interpretación ni comprobación (STS de 13-12-1978 RJA 628), que no existe cuando hay que examinar con detenimiento hermenéutico las normas habilitadoras de la potestad (STS 14-5-1979 RJA 1804), que es incompatible con cualquier interpretación o exigencia de esfuerzo dialéctico”. 

Resulta al menos incomprensible que el titular de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural dicte un acto administrativo, cuando formando parte del Consejo de Gobierno y previa deliberación del mismo en su reunión del día 16 de julio de 2019, adoptó el Decreto 83/2019, de 16 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y las competencias de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, emitiendo posteriormente una resolución contraria a dicha norma y atribuyéndose un ámbito competencial que no le correspondía y del que tenía pleno conocimiento y constancia, por el cargo que ostenta y por formar parte en las decisiones que son adoptadas por el Consejo de Gobierno.

B) En segundo lugar, resulta palmario que la Resolución de 17 de julio de 2019, de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, no puede contravenir y vulnerar las disposiciones de una norma reglamentaria con rango de Decreto, atribuyéndose el citado órgano competencias que adolecía ya que se encuentran explícitamente atribuidas a otro órgano como es el caso de la Consejería de Desarrollo Sostenible.

En este sentido el artículo 37.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, es categórico al afirmar que “Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en una disposición de carácter general, aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que dictó la disposición general. y en su apartado segundo “Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en una disposición reglamentaria, así como aquellas que incurran en alguna de las causas recogidas en el artículo 47”.
SEXTO. – Sin obviar que en la resolución impugnada constaba y concedía a los aspirantes excluidos la posibilidad de interponer contra la misma, recurso previo de reposición ante un órgano manifiestamente incompetente y que, por tanto, carecía legalmente de potestad para su resolución.
Por lo expuesto SOLICITO:
Tenga por presentado este escrito y en su virtud y en razón a las circunstancias que concurren en el presente supuesto: 
Acuerde la iniciación del procedimiento de revisión de oficio de la Resolución de 17/07/2019, de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, por la que se aprueba y publica la relación definitiva de personas admitidas y excluidas, y la fecha, hora y lugar para la realización de la primera prueba del proceso selectivo, de conformidad con el artículo 106 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, por concurrir las causas de nulidad previstas en el apartado 1. b) “Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia…” y apartado 2.” También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior…” del artículo 47 del citado texto legal.
 

En -----------------a----------------de octubre de 2019

 

 

Fdo; ---------------------------------------------------
